Carátula 


(Ingresan a Sala representantes del Colegio de Profesionales de la Marina Mercante) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Defensa Nacional da la bienvenida a los representantes del 
Colegio de Profesionales de la Marina Mercante, quienes concurren hoy para plantear un tema que ya 
había estado en discusión anteriormente. Nos acompañan el señor Roberto García Taddey, en calidad de 
Presidente del Colegio, y el señor Mario Moledo Risotto, en calidad de Secretario. Nuevamente les damos 
la bienvenida y les cedemos la palabra. 


SEÑOR GARCÍA.- En primer lugar, queremos agradecer por recibir al Colegio de Profesionales de la 
Marina Mercante. 


Nos interesa destacar que venimos a plantear un reclamo que mantenemos desde hace ya varios 
años, prácticamente desde la época en que se creó el Colegio, aproximadamente en 2007, relativo a 
ciertas normas, leyes y decretos que entendemos afectan en forma inequitativa a los profesionales de la 
Marina Mercante. Concretamente, nos estamos refiriendo al Decreto N* 443/96, de 13 de febrero de 1996, 
por el cual se fija una serie de tasas sobre las convalidaciones, habilitaciones o registros -como quiera 
llamárseles- de los títulos que habilitan a navegar a los Capitanes, Jefes Ingenieros, Pilotos e Ingenieros de 
la Marina Mercante Nacional. Al respecto, cabe señalar que hemos hecho entrega de un documento al que 
adjuntamos el texto casi completo del Decreto referido. A su vez, esta norma, recogiendo el artículo 65 de 
la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991 -correspondiente a la Rendición de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal de 1990- fija un aumento de las tasas que integran el Fondo de Salvaguardia de 
Vidas en el Mar. Por su parte, el artículo 64 de la mencionada ley, impone el pago de 5 unidades 
reajustables y de 10 unidades reajustables, respectivamente, por concepto de reválida de los títulos de 
Piloto y Capitán de la Marina Mercante que percibe la Escuela Naval. 


En definitiva, como en otros ámbitos de la educación y de los ejercicios profesionales -dentro de 
lo que es la enseñanza pública- esto no sucede, entendemos, por una cuestión de equidad, que es injusto 
que a un grupo de la sociedad se le esté cobrando por ciertas cosas y al resto no. 


Sería interesante que los señores Senadores plantearan sus interrogantes, ya que antes de la 
reunión enviamos esta información por escrito y puede haber algún tipo de consulta, 


SEÑOR ABREU.- Con respecto a este tema quiero señalar que, en primera instancia, hay una 
discriminación muy clara, sobre todo, porque no existe un criterio armónico que señale cuáles son las 
variables que determinan a quiénes se les va a cobrar y por qué razón. Obviamente, este tema es de cierta 
discrecionalidad -por decirlo de alguna manera- y me parece que es inconstitucional. Incluso, la ley podría 
ser inconstitucional en cuanto a que consagra una excepción en el principio de igualdad ante la ley. En ese 
sentido, quisiera saber si han planteado la inconstitucionalidad de la norma ante la Suprema Corte de 
Justicia. 


SEÑOR GARCÍA.- Justamente, señor Senador, el Colegio de Profesionales de la Marina Mercante ha 
hecho el reclamo que actualmente está en trámite y estamos a la espera de los resultados. Es más, en 
reiteradas ocasiones hemos realizado este planteo a ambas Cámaras, al señor Senador Nin Novoa cuando 
era Vicepresidente de la República y al ex Presidente Tabaré Vázquez, quien reconoció, a través del 
Secretario de la Presidencia, señor Miguel Ángel Toma, la validez de los reclamos. También lo hemos 
hecho ante los sucesivos Ministros de Defensa Nacional, aunque tuvimos audiencia solo con el último 
representante del Gobierno en el período pasado, doctor Gonzalo Fernández. Sobre este tema, en los 
adjuntos que entregamos a los señores Senadores, hemos incluido copia de las cartas enviadas al doctor 
Gonzalo Fernández y al actual Ministro de Defensa Nacional. Hasta el momento, ni siquiera hemos recibido 
acuse de recibo de estas cartas. De modo que lo hemos planteado y, además, a ello se suma otra serie de 
problemas. De acuerdo con la redacción de las disposiciones y tomando en cuenta donde se 
implementaron, estas normas se han aplicado de forma muy liberal, inclusive, hasta excediendo lo que allí 


se establece. Por ejemplo, el artículo 64, que autoriza el cobro de tasas de 5 UR a los pilotos y capitanes 
de la Marina Mercante, no nombra a los ingenieros y jefes ingenieros pero, sin embargo, se les cobra esta 
tasa. Además, no solo se cobran 5 UR a los que recién egresan -los señores Senadores saben lo que ello 
representa en pesos- sino que, por las últimas informaciones que tenemos, se les está cobrando $ 7.000 
por título. Quiere decir que no hay acatamiento estricto de la ley, ni mucho menos. 


Por otro lado, tenemos que decir que una vez que el egresado o profesional obtiene su título, 
debe concurrir a la Prefectura Nacional Naval a registrarlo, refrendarlo o habilitarlo para poder ejercer la 
profesión. Por lo tanto, solo con el título que expide la Escuela Naval no puede ejercer. A eso obedece el 
cobro de las tasas referidas en el Decreto N* 443, de 13 de febrero de 1996, que fueron aumentadas en un 
quíntuplo por el artículo 65 de la Ley N* 16.226. De esa forma, en una ley de Presupuesto se juntaron dos 
artículos que aumentaban los montos. 


Asimismo, como se explica en el escrito que presentamos, hay elementos incongruentes. Con 
esto queremos demostrar que esta fue una legislación muy tomada de los pelos. Inclusive, lo que ha 
planteado el Ministerio de Defensa Nacional es contradictorio con lo que realmente está ocurriendo. Por un 
lado se dice que la enseñanza en la Escuela Naval es gratuita y, sin embargo, el mismo Director está 
reconociendo que se cobran los títulos. Eso está sentado por escrito. Mal puede ser gratuita una 
enseñanza cuando se cobra un título. Respecto al cobro de las tasas que realiza la Prefectura Nacional 
Naval para habilitar los títulos, se quiso comparar la situación con lo que están pagando los profesionales 
universitarios para el Fondo de Solidaridad. Eso es algo totalmente diferente, que responde a una ley -no a 
un decreto- y, además, fue una ley impulsada por los propios profesionales, tiene una finalidad específica 
muy bien marcada y los fondos que se recaudan son administrados por los profesionales y no por la 
Universidad de la República ni por el Ministerio de Educación y Cultura. O sea que son situaciones 
completamente distintas. 


SEÑOR NIN.- No está en mi ánimo contradecirlos pero, si mal no recuerdo, nuestra entrevista fue, más que 
por este tema, por la colegiación de su actividad; de este asunto hablamos en forma colateral. Quiero dejar 
esta constancia. 


Por otra parte, me parece que, efectivamente, hay una suerte de despropósito hasta respecto del 
concepto de la llamada “tasa”. La tasa debe tener una contraprestación adecuada para aquel a quien se la 
cobra, de modo que no entiendo cómo se puede cobrar una tasa por alguien que sube a un barco, salvo 
que se lo suba en la falda. 


Creo que hay un conjunto, no voy a llamarlo de ¡legalidades pero sí, por lo menos, de 
irregularidades, que son las que tendríamos que tratar de arreglar. Se están cobrando el título y las tasas 
que no tienen una contraprestación adecuada. En realidad, no sé si el Parlamento tiene competencia para 
modificar estas cosas; creo que no. Pero para eso también precisaríamos la anuencia o iniciativa del Poder 
Ejecutivo. 


Quería dejar estas constancias, señor Presidente. 


SEÑOR MOLEDO.- Como decía el señor Presidente del Colegio, es una situación totalmente anormal, que 
no sé si el Poder Legislativo puede subsanar de por sí o si es resorte exclusivo del Poder Ejecutivo. Se 
trata de decretos dictados en determinados momentos y circunstancias, pero lo cierto es que la situación 
continúa y los que van egresando tienen que seguir pagando porque, de lo contrario, no pueden ejercer. 
También hay cursos que exige la OMI -Organización Marítima Internacional- que es la que rige en todos los 
buques mercantes. Si esas normas no se cumplen, un buque no puede navegar y un oficial no puede 
ejercer. 


Para hacer determinados cursos OMI, que en otros países no se cobran, dicha organización le da 
al Gobierno uruguayo o a la Armada -no sé cuál es el orden- un dinero para impartirlos. Reitero, en otros 
sitios esos cursos no se cobran, pero aquí sí. 


Se trata de una serie de irregularidades. El año pasado lo hablamos con algunos legisladores y 
nos decían que ganábamos muy bien, pero eso no tiene nada que ver porque, por ejemplo, también se le 
podría cobrar más cara la nafta a un señor que gana muy bien. 


SEÑOR GARCÍA.- Cuando se ha llamado a las autoridades para pedirles explicación, siempre se va por 
ese camino, se presume que alguien gana muy bien. Pero alguien gana muy bien si trabaja y si tiene un 
buen trabajo. Presuponer que alguien va a ganar muy bien es algo inaudito. 


Por otro lado, si bien es potestad del Poder Ejecutivo enviar algún proyecto con relación a este 
tema y este está ampliamente informado sobre el asunto -como ha quedado claro aquí- se extralimita lo 
que establecen los decretos referidos. Nosotros tenemos pruebas de ello: los recibos de pago y testigos 
que pueden definir perfectamente la situación. 


Por otro lado, y para demostrar cómo se maneja este tema, haremos referencia a las tasas que 
se requieren para inscribir o habilitar el título correspondiente. El trámite del expediente para obtener el 
título de Capitán, de Maquinista, de Ingeniero o de Piloto Mercante es el mismo en todos los casos. Sin 
embargo, se puede observar que hay una discrecionalidad y un aumento en los montos sobre esa base, 
pues como se supone que ganará más, también deberá pagar más. 


Incluso se ha negado -si bien figura en este documento que entregamos- el título de Perito Naval. 
En el Reglamento de Peritos Navales vigente se especifica que, para su obtención, el aspirante debe ser 
un marino; cabe aclarar que se presentó otro proyecto que está para la firma del señor Presidente desde 
noviembre del año pasado, por el que se introducen algunas modificaciones. Como señalaba, se ha dicho 
que el perito naval no tiene nada que ver con la profesión de Capitán o de Piloto Mercante, de Maquinista o 
de Ingeniero Mercante, opinión que es totalmente desacertada. 


Es más, se da el caso de que cuando se otorga el título a un capitán, por ejemplo, se establecen 
ciertas categorías; el máximo sería el que lo habilita para navegar en todo buque de bandera nacional sin 
limitaciones. Sin embargo, resulta que un capitán o un primer oficial que está habilitado para navegar 
comandando buques de hasta tres mil toneladas, puede tener determinadas limitaciones cuando va a hacer 
lo propio en uno de menos porte porque le dicen que debe obtener una patente inferior de patrón de 
cabotaje mediante el pago correspondiente, es decir, no a través de un examen. Sería una situación similar 
a la de un médico que, para dar un inyectable, le dijeran que debe obtener una patente o un título de 
enfermero. Se habla de que hay dos registros, pero no es así, porque la ley dice claramente que ese título 
lo habilita para navegar en todo buque de bandera nacional. No interesa que se haga un registro de 
patrones, porque no es del caso. Tenemos el dato de que hace unos días un capitán mencionó ese tema 
en la Comisión de Defensa Nacional de la Cámara de Representantes, porque tuvo que pagar $ 18.000 
para obtener la habilitación de patrón de cabotaje, patrón de tráfico y patrón de pesca costero. Esto da la 
pauta de que simplemente se trata de cobrar, pero no se reconoce lo que establece la ley en el sentido de 
que ese individuo está capacitado para navegar en todo buque de bandera nacional sin limitaciones. 
¿Cuáles son las limitaciones? De cero al infinito, porque no las hay. La Prefectura Nacional Naval ha 
argumentado que eso se hace porque hay dos registros y porque se debe salvaguardar la fuente de trabajo 
de los patrones. Hay que tener en cuenta que los registros fueron armados por la Prefectura Nacional 
Naval a través de un decreto interno, pero este no puede desconocer lo que establece la ley y tampoco se 
debe hacer en función de salvaguardar la fuente de trabajo de ciertas personas. 


Sin embargo, por otro lado hay personas que con una patente de categoría inferior, como por 
ejemplo patrones, están ocupando cargos que no les corresponde por la misma legislación. El Decreto N* 
311/09 regula la ley que reconoce el STCW de la OMI en cuanto al ejercicio de las profesiones marítimas; 
en su artículo 71 se dice muy claramente que en ningún caso un patrón podrá comandar buques de más de 
mil toneladas de registro. No obstante ello, tenemos buques que superan ampliamente esa capacidad y 
que están comandados por patrones, lo que da la pauta de que hay un “flechamiento” de la interpretación. 
Por otro lado, en esa reglamentación también se dice claramente que no se puede autorizar a que el cargo 
de gestión a bordo sea cubierto por una persona de patente inferior. Se pueden cubrir cargos con patentes 
inferiores hasta cierto punto, pero cargos de gestión como el de capitán o jefe de máquina no tienen forma 
de excluirse. Además, se ha hecho el reclamo de estos casos de personas que están cubriendo cargos 


inferiores y no se ha tenido ningún tipo de resultado. O sea que hay una serie de cosas que no se están 
cumpliendo por interpretaciones erróneas. El mismo Director Registral y de Marina Mercante actual de la 
Prefectura Nacional Naval menciona el Decreto N* 386 de 1989, sobre los patrones. Según esta versión, se 
cumple con el artículo 12 de este decreto, que dice: “Las Embarcaciones del Registro de Cabotaje, 
Actividad Cabotaje y que efectúen dicha navegación, de acuerdo a la Ley N* 12.091, deberán enrolar en su 
tripulación un Patrón de Cabotaje”. En primer lugar, acá hay un desconocimiento total de lo que dice el 
artículo, porque hay una gran diferencia entre “podrán” y “deberán”. No es obligación del armador ni de 
nadie -ni siquiera de la Prefectura Nacional Naval- decir que tiene que ir un patrón de cabotaje. De manera 
que se están cambiando las palabras de los decretos o las leyes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de la delegación y quedamos a las órdenes 
para trabajar en este tema. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 13 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


